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1. PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN
[image: image1.png]1.1. M. P. AGUDELO PARRA JAIRO JOSÉ  Rad. 110016000019201008642 01 (02-09-11) CONGRUENCIA – Entre la imputación y el fallo en caso de allanamiento – Si luego del allanamiento la fiscalía reformula la imputación y esa segunda imputación también es aceptada, la congruencia se predica únicamente respecto a la última: No puede tenerse en cuenta una circunstancia de agravación que se incluyó en la primera y se omitió en la segunda /IMPUTACIÓN -Una vez aceptada es vinculante e irretractable   

“3.2. En los términos de la sustentación de los recursos interpuestos, el problema jurídico a resolver por parte de la Sala se contrae a determinar si existe falta de congruencia entre la formulación de imputación realizada por la Fiscalía -aceptada por el acusado- y la sentencia proferida por el Juzgado de primera instancia; en esa perspectiva debe dilucidarse, para el caso, de cuál audiencia de formulación de imputación, -hay dos-, se predica aquella. 

3.3. En el esquema procesal adoptado por la Ley 906 de 2004 está previsto que una vez se realice la formulación de imputación en la correspondiente audiencia preliminar ante el juez de control de garantías, y ésta sea aceptada de manera libre, conciente y voluntaria por el imputado, lo actuado se entenderá como acusación convirtiéndose inmediatamente en irretractable para todos los intervinientes, siendo el paso a seguir la convocatoria del juez de conocimiento a audiencia para la individualización de pena y sentencia. 

Ahora bien, sin importar que haya o no aceptación de cargos, la imputación que hace la Fiscalía debe ser expresada en términos absolutamente claros, de manera tal que no exista, para el imputado y su defensa y el juez de conocimiento, la menor duda sobre cuáles son los hechos jurídicamente relevantes y su correspondiente adecuación típica.

Al respecto ha dicho la Sala Penal de la Corte Suprema:

“Si el allanamiento a la imputación significa la renuncia por parte del imputado a las garantías de no auto incriminación, del juicio oral, debate y controversia probatoria, lo mínimo que puede esperar del fiscal que se la formula de manera oral, es que, además de fijarla con suma precisión en sus facetas fáctica y jurídica como lo tiene decantado la Sala en profusa jurisprudencia
, la exprese de manera tan clara que tanto el investigado como la defensa sepan a cabalidad cuál es el marco de la imputación y puedan proyectar con gran margen de proximidad las consecuencias punitivas de allanarse a esa imputación.”

En el caso que ocupa la atención de la Sala el día 03 de septiembre de 2010 la Fiscalía, luego de hacer un recuento sucinto de los hechos, presentó imputación en contra de DIOMEDES ANTONIO CÓRDOBA BUSTAMANTE, ante el Juez 2º Penal Municipal con función de control de garantías, por el delito Homicidio agravado en la modalidad de tentativa en concurso con Trafico, Fabricación  y Porte de Armas de Fuego o Municiones (ART. 103; 104 numeral 7º: 27; 31 y 365 de C.P) 

Posteriormente, en audiencia de 05 de septiembre de 2010, realizada ante el Juez 42º Penal Municipal de control de garantías la Fiscalía en vista de la muerte de la persona agredida reformula la imputación. …

(…)
No queda duda, por tanto, de la calificación jurídica realizada por la Fiscalía el día 05 de septiembre de 2010 en su solicitud de reformulación de la imputación -para lo que aquí importa- por el punible Homicidio de que trata el artículo 103 del Código Penal, al punto de haber dado lectura al mismo, incluyendo las penas mínima y máxima a las que se vería abocado CÓRDOBA BUSTAMANTE de ser hallado responsable. De manera tal que al imputado no le quedó la menor incertidumbre acerca de los hechos jurídicamente relevantes, ni sobre las normas llamadas a ser aplicadas; tampoco respecto de las consecuencias punitivas que las conductas imputadas le acarreaba, ni sobre los beneficios que recibiría en caso de allanarse a la imputación, como efectivamente sucedió.

Como viene de explicarse, en la imputación jurídica se aludió nítidamente a la realización de un Homicidio tipificado en el artículo 103 del Código Penal, sin hacer siquiera mención a alguna de las circunstancias de agravación previstas en el artículo 104 ibídem, situación reiterada a lo largo de la diligencia, en la que, incluso, como se dijo, se concretó el marco de punibilidad dentro del cual podría moverse el juez de conocimiento.

No obstante, pese a la claridad de la imputación jurídica, en la cual, se itera, no aparece referencia concreta y específica a circunstancias de agravación, la Fiscalía en la solicitud de audiencia de individualización de pena y sentencia,
 así como en diligencia de 12 de abril de 2011 manifestó que la imputación había mutado de Homicidio agravado en grado de tentativa a Homicidio agravado consumado, aspecto que generó razonable inconformidad en la defensa. Así, pretendía la acusadora en aquel momento -y reitera hoy su intención, como que es el objeto de la alzada- se hiciera una adición sustancial a los cargos endilgados consistente en condenar a CÓRDOBA BUSTAMANTE por el agravante contenido en el numeral 7° del artículo 104 de la Ley 599 de 2000, mismo que no hizo parte de la imputación y cuyas consecuencias punitivas no pudieron ser tenidas en cuenta por el imputado en el momento de aceptar los cargos.
Visto lo anterior mal podía el juez de conocimiento, y tampoco esta Corporación en sede de apelación, acceder a lo pretendido por la Fiscalía y el apoderado de las víctimas con miras a lograr la condena de DIOMEDES ANTONIO CÓRDOBA BUSTAMANTE, por el punible Homicidio con circunstancias específicas de agravación que al momento de modificar la inicial imputación el delegado de aquella entidad decidió dejar de lado. Debe recordar la Sala que la acción penal se encuentra en cabeza de la Fiscalía y la formulación de imputación es un acto de comunicación de parte, debiendo ésta soportar las consecuencias, sean las que fueren, del ejercicio de su deber legal y constitucional. Asimismo, por ser pertinente para la solución del caso, conviene transcribir un aparte de la sentencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de 22 de agosto de 2008, atrás citada:

“Es que el principio de lealtad también vincula al juez de conocimiento, pues en tanto siendo una finalidad de los acuerdos y negociaciones, y por eso mismo de la aceptación de cargos unilateral, la de aprestigiar la administración de justicia, aquél no puede trastocar los términos de la imputación, en especial cuando ésta ha sido en fase tan precoz de la actuación, en términos de adicionar causales de agravación punitivas que no se enrostraron ni desconocer las de atenuación que se reconocieron, atribuir modalidades ejecutivas o dispositivos amplificadores del tipo penal que no conformaron la médula de lo imputado.” (Subraya la Sala)

En síntesis, luego de realizar formulación de imputación en contra de CÓRDOBA BUSTAMANTE, por los punibles Homicidio agravado en grado de tentativa en concurso heterogéneo con Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, la Fiscalía, en ejercicio libre de la señalada potestad como titular de la acción penal, presenta una nueva imputación el día 05 de septiembre de 2010, esta vez por Homicidio consumado en concurso heterogéneo con Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municionas,  con aceptación por el imputado, vinculante e irretractable tanto para él y su defensa como para la Fiscalía a partir de ese momento; el yerro del ente acusador, si así fuera, no se puede cargar al imputado.”

Relatoría/consulta/2011/Acusatorio /Sentencias
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1.2. M. P. AGUDELO PARRA JAIRO JOSÉ  Rad. 110016000019201003748 01 (09-08-11) PRUEBA DOCUMENTAL – Al solicitarse debe indicarse el testigo de acreditación – TESTIGO DE ACREDITACIÓN – Solo puede serlo el que tenga la capacidad para testificar sobre su autenticidad – RECURSOS – No son una oportunidad para cumplir con exigencias de la ley que se inobservaron en la etapa procesal oportuna

“3.2. Acorde a la sustentación del recurso interpuesto en contra del auto impugnado el problema jurídico a desatar por parte de la Sala se contrae a definir si la Jueza a quo acertó al no decretar dos pruebas documentales pedidas por la defensa, o si, por el contrario, como lo solicita ésta, la decisión debe ser revocada.

3.3. El artículo 357 del C. de P. P., dice de las solicitudes probatorias señalando que durante la audiencia preparatoria el Juez dará la palabra a la Fiscalía y luego a la defensa a fin que soliciten las pruebas requeridas para sustentar su pretensión sin perder de vista, desde luego, que quien demanda una prueba está obligado a revelar el objeto de la misma de cara a su teoría del caso. A su turno, aquel decretará la práctica cuando ellas se refieran a los hechos de la acusación que requieran prueba, de acuerdo con las reglas de pertinencia y admisibilidad previstas en el código.

El proceso penal está dispuesto, se sabe, en una serie de etapas progresivas y preclusivas tendientes a garantizar la correcta marcha del mismo. Así, en desarrollo de la audiencia preparatoria, luego de las observaciones pertinentes al procedimiento de descubrimiento probatorio realizado fuera de la audiencia y el descubrimiento de elementos materiales probatorios y evidencia física de la defensa, si cuenta con ellos, y analizado lo referente a las posibles estipulaciones probatorias, las partes deben solicitar la práctica de las pruebas que pretendan hacer valer en el juicio, indicando, asimismo, su pertinencia y conducencia. En el evento de tratarse de pruebas documentales, debe igualmente la parte interesada señalar el testigo de acreditación con el cual será incorporado. 4
Es en este punto donde falla el defensor, puesto que en el momento oportuno se limitó a indicar la existencia de un examen toxicológico realizado a su prohijado en el hospital Santa Clara el 04 de febrero de 2011; sin embargo, no señaló quién sería el testigo por medio del cual ingresaría al juicio oral el mentado examen. Lo mismo ocurre con las referidas certificaciones laborales ya que simplemente hace mención de las personas que las suscriben sin solicitar la práctica de testimonio alguno.

Por lo tanto, luego de analizadas las peticiones probatorias la jueza del caso decide no acceder a lo pretendido por el defensor de PINEDA MONROY, en lo atinente a los documentos antes mencionados. Notificado de la decisión, el defensor interpone los recursos de reposición y apelación; como sustento de los mismos invocó que el examen toxicológico fuera introducido al juicio por el testigo Dr. Juan Guillermo González Pineda -este sí decretado por otras razones-, pese a no ser el profesional que lo realizó, ni siquiera quien lo ordenó. Igualmente, procura el ingreso de las certificaciones laborales como `evidencia demostrativa’ en apoyo de la declaración del propio acusado sin traer argumentos de cara a la exposición razonada de la Jueza a quo.

Posición inaceptable si se tiene en cuenta que los recursos están destinados a invocar las razones de hecho y de derecho por las cuales el censor considera que la decisión atacada debe ser corregida, aclarada o revocada sin que, empero, puedan asumirse como la habilitación de una nueva oportunidad para cumplir las exigencias de ley que desde un principio han debido observarse.
En síntesis, el momento procesal adecuado para manifestar quiénes serán los testigos de acreditación con los que se aducirán las pruebas documentales lo constituye la solicitud de práctica de las pruebas por cada una de las partes, culminada la cual fenece la oportunidad legal para tal cometido. 

Con todo, si en gracia de discusión se aceptara la posición asumida por la defensa en la lacónica sustentación de los recursos de reposición y de alzada, encaminada a que, por no tener conocimiento cierto de quién es el autor del examen toxicológico, se acepte su introducción en juicio por intermedio del Dr. Juan Guillermo González Pineda, es necesario aclarar que el testigo de acreditación no puede ser cualquiera, como parece entenderlo el recurrente, sino aquél que tenga capacidad para testificar sobre su autenticidad y relación con los hechos objeto del debate. Con tal entendimiento el impugnante confunde la característica de autenticidad con la de veracidad del documento, pues, lo cierto es que el señalado deponente más allá de, eventualmente, conceptuar acerca del contenido o, incluso, las conclusiones del mismo, si las hubiere, no puede establecer quién lo realizó o cuál es su origen.”

  Relatoría/consulta/2012/Acusatorio/Autos
______________________________________________________________________________________
4 Se exceptúan los que se tienen como auténticos a voces del artículo 425 CPP

       ALBERTO POVEDA PERDOMO            LEONEL ROGELES MORENO       NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

                 Presidente                                  Vicepresidente
                     Relatora

� Sentencias de casación 26.087, 26.468 del 28 de febrero y 27 de julio de 2007, respectivamente, entre otras.


� Sentencia de 22 de agosto de 2008. MP Sigifredo Espinosa Pérez. Radicado 29373


� Folio 17 carpeta
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